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principal; lo cual nos parece demasiado riguroso (1) (V. sobre esta_ 
delicada materia las sentencias citadas por M. Devilleneuve, y sus 
observaciones, art. 1850, part. II, pág. 1). Por lo demás tendremos 
que volver sobre este punto cuando tratemos del incidente para que 
se declare una pieza falsa. 

256. El argumento á· co1itra1'io que se puede pretender deducir 
coutra nuestra opinion, del testo del art. 252, es tanto mas débil. 
cuanto que este artículo tiene otro objeto, el de reproducir una dis­
posicion de la ordenanza {tít. XX, art. 2.0

), que fué en 1667 una 
inoovacion conveniente. Hasta esta época, los liligantes se notifica­
ban las informaciones, réplicas y dúplicas, hasta ponerse de acuerdo 
respecto de los hechos que había que probar. Este abuso se supri­
mió entonces. De aquí el simple escrito de conclusion sin escrituras 
ni reclamacion, de que trata el Código de procedimiento, escrito que 
segun la idea de los redactores, no se opone á una nolificacion en. 
que no pensaban, sino mas bien á una reclamacion desarrollada, la 
cual rechaza el Código, en cuanto no se pondria en cuenta (tarifa, 
art. 71). No se trata en último resultado sino de una cuestion de 
tarifa, y no de una nulidad. Esta articulacion de los hechos no es 
mas que la ejecucion del principio sentado por Beaumanoir (loe. cit.), 
sobre que la parte que quiere hacer oir testigos, debe advertir á los 
oidores los artículos sobre los cuales quiere que se oiga á aquellos. 
•La parte contraria debe igualmente con una simple acta ó escrito 
(sent. cit. 252) denegar ó reconocer los hechos en tres dias. Se 
cree generalmente, segun Jo ha juzgado el tribunal de Colmar en 
6 de junio de 18~t?, que este término n~ es fatal, y que se puede 
denegar mientras que el contrario no ha tomado acta del silencio 
del que no deniega. Además, la articulacion de los hechos antici­
padamente no se prescribe bajo pena de caducidad, salvo pedir la 
parte contraria, cuando se han articulado los hechos en la barra, un 
término para esplicarse (cas. 21 de junio de t837; Colmar 24 de 
noviembre de 1857). · 

Si no hay denegacioo, pueden considerarse los hechos, dice la 
ley, por confesados ó verídicos. De aquí debe deducirse, no tao 
solo, lo cual es evidente, que en los casos en que no hace prueba 
la confesion, como en las cuestiones de separacion de cuerpos , de-

(1) Eo el caso de la ley si contendat, hay que observar que no se obh­
ga al acreedor á obrar, sino solamente á dividir la accion intentada por él. 
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berá mandarse siempre que se proceda á la ioformacio_n; pero ~n 
todo caso el juez estará autorizado para apreciar los motivos del s1_­
lencio del procurador por ejemplo , la falta de p_oderes ó la ausenc 1a 
de su cliente, y para concederle un nuevo térm100. . . 

257. Suponiendo que se nieguen los hech_º:• no se ~ebe rec1b1r 
la prueba (art. 353, ibid.), sino con dos cond1c~o~es: pm~er~, que 
sean admisibles, es decir, concluyentes y veros1m1les en s1 mismos, 
segun hemos esplicado en nuestras nociones generales sobre la m~r­
cha de la prueba; segunda, que la ley no pr~hiba su pru~ba , bien 
sea porque prohiba la revelacion del ~echo _mismo, como si_ se trata­
se de una filiacion inw,tuosa óadulterma, bien porque prohiba sola­
mente la prueba por testigos, como en los nume~osos casos en que 
hemos visto que no se admite esta prueba. La primera de_ estas con= 
diciones, la referente á la admisibilidad de los hechos, se deJa á la a pre 
ciacion del juez {sen t. deneg. de !t de junio de 1827) {f). ~o~o. la 
segunda condicion , la concerniente á la estension de_ las proh1b1c10-
nes legales, puede dar lugar á un recurso de casac1~n .. Por lo _de­
más, el tribunal, al conformarse con las mismas restr1cc1ones'. t'.ene 
siempre la facultad de ordenar la prueba de oficio {art. 254, ibtd.). 
Por el contrario, no está obligado á ordenarla, por el solo hecho de 
reclamarlo una parte, aun suponiendo que concurran todas las 
condiciones exigidas, si los demás documentos de la causa bastan 
para ilustrarle (sent. deneg. de 9 de noviembre de !814 Y de t8 de 
agosto de 1836). . _ 

La prueba contraria es de derecho (art. 256, ib1d.). _Pero no 
debe coilfundirse la contra-informacion en que se recibe esta 
prueba contraria, con la informacion igualmente principal, q~e se 
dirige á acreditar hechos diferentes, y no tan solo á contra~emr las 
acciones del demandante. Así , si se hiciera una informamon para 
acreditar en contra mia la existencia de un crédito de ciento cin­
cuenta francos á lo mas, podria, por mi parle, sin haber hecho re­
serva al auna en el juicio contradictorio, citar testigos para justificar " . . que jamás babia contraído semejante deuda. Pero s1 sostuviera que 
hubo pago ó remision, alegaria un hecho nuevo, respecto del cual 

( 1) Es preciso, no obstante, que el juez especifique los motivos de la 
no admisibilidad de los hechos. No habr1a, pues, lugar al recurso de casa­
c,on por falta de motivos, si se limitase la seoteoc1a á declarar la prueba 
de taló cual hecho no admisible por leatigos (cas. 21 de agosto de 1840). 
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~ecesitaria obtener autorizacion especial para hacer prueba por tes~ , 
t,gos. Esta segunda informacion podria dar lugar á su vez á una 
contra-informacion de parte del demandante primitivo. • 

Si la contra-informacion no puede dirigirse sobre hechos que 
n~ son la ne?~ci_on d~rec~ de_los que alega el demandante, ¿podrá 
é~te hacer dmg1r la mformac1on sobre puntos que no bao sido con 
signados en la providencia, donde están espresado$ los hechos que 
hay quo probar? (art. 255, ibid ). Nadie duda que el juez comisario 
puede negarse a oir las declaraciones que se salieren del cír­
culo trazado por el tribunal. Pero si de hecho se han recibido se­
mejantes declaraciones, se pregunta si se permitira á los jueces ha­
cerse cargo de ellas para motivar su decision. En favor de la a6r­
mativa, admitida por sentencia denegatoria de 4 de febrero de 
1856, ~e. d_ice, q~e al articular el tribunal los hechos sobre que 
de_be dmg1rse la rnformacion, quiere sujetar á las partes, mas no 
sujetarse él mismo; que'-con tal que él estime verdaderos en su 
conciencia los puntos que resultan de la informacion, poco importa 
que estos puntos 6guren anticipadamente en tal ó cual acta. En­
c?ntramos ~a~ conforme con el espíritu de la ley uoa sen ten. 
c1a de 6 de Julio de f840, en que el tribunal de Burdeos rehusó al 
demandante la facultad de hacer oir testigos sobrn hechos nuevos, 
por temor de que esta facultad llegara á ser un lazo para el de­
mand~do, si, reducido á tan cortos plazos, no pudiera contradecir 
al~ga_c1?nes enter~mente imprevistas. Esta doctrina respeta mas el 
~rmc1p10 de la libertad de la defensa que exige una completa 
igualdad de posicion entre ambas partes (f). En último resultado 
".º se compromete la independencia del juez, puesto que puede 
siempre ordenar una segunda informacion, si en la primera ba lo­
mado una nueva fase el litigio. 

258. Por temor de no dar demasiada facilidad para seducir á 
los testigos, nuestro Código de procedimiento, así como el de Aus­
tria (Cód. de 1.782, §. 2f0), se ba separado aquí de la latitud con­
cedida de ordinario a las partes para la ejecucion de las providen-

(t) Pero es•annzar demasi~do_en nuestro juicio, decidir con el tribu­
nal de Burdeos (sent. de 16 de 1umo de 1830) que no puede dirigirse la 
pru~ba sobre hechos nuevos. aun con el consentimiento de la parte con -
t~aria. Entonces no hay YI- lazo alguno que temer. Por eso hemos recooo­
c1do qu~ es admisible la pruAhil. testimonial en caso de avenirse á ello las 
partes interesadas (núm. 177). 
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cias interlocutorias, estableciendo plazos de ocho días, el uno para 
abrir y el otro para terminar la informacion. 

El primero de estos plazos (Cód. de proc., art. 257) corre res­
pecto de las sentencias contradictorias, desde la notificacion al 
procurador y respecto de los juicios en rebeldía no susceptibles de 
oposicion (ibid., art. 155), á contar desde la notificacion personal ó 
á domicilio. «Si la sentencia es susceptible de oposicion, añade el 
art. 257, el plazo correrá desde el dia en que espiren los plazos de 
la oposicion.l) No bay di6cultad alguna si se trata de un juicio en 
rebeldía por falta de conclu~iones. Los ocbo dias para la iníor­
macion comienzan despues que espira el primer plazo de ocho 
días , contado desde la notificacion al procurador, plazo durante el 
cual es admisible la oposicion (ibid., art. t57). Si se trata de rebel­
día por falla de comparecencia, la oposicion segun los términos del 
arL. 158, es admisible basta la ejecucion de la sentencia. Pero esta 
es la apertura misma de la informacion. Si, pues, esta ejecucion 
fuese el punto de partida del plazo de ocho días establecido por el 
art. 257, seria preciso decir que la ley concede ocho dias para ha• 
cer la informacion, á contar desde que se abre la informacion, lo 
cual implica contradiccion evidentemente. La opinion mas justa que 
ha puesto perfectamente en claro Boitard (comentario sobre este 
art. 257), consiste en suponer que el legislador no ha tenido pre­
sente la distincion que babia introducido, contraria a la ordenanza 
de f667, entre las dos clases de rebeldía; y que en su consecuen· 
cia, tanto en el segundo caso como en el primero, los plazos de la 
oposicioo deben entenderse, como en otro tiempo, de un plazo de 
ocho dias, contado desde la notilicacion de la sentencia. En último 
resultado se trata de examinar, no basta cuando es admisible la 
oposicion, porque lo es efectivamente hasta la apertura de la infor­
macion, sino durante qué plazo la facultad de formar la oposicion 
suspende la ejecucion de la sentencia. Pues bien, este plazo es aquí 
como en cualquiera otra parte (ibid., art. 135), de ocho dias, con­
tados desde la notificacion. Los plazos de la oposicion no son, pues, 
otros que los plazos durante los cuales se suspende la ejecucion de 
la sentencia, por razon de la facultad de la oposicion. Estos plazos 
se confunden con los de la oposicion, en el caso de rebeldía por 
falta de concluir; al contrario, en el caso de rebeldía por falta de 
comparecer, el plazo de ocho dias no tiene otro efecto que el de 
suspender la ejecucion, permaneciendo la oposicion admisible en 
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los ocho dias siguientes, mientras no se ejecute la informacion. 
El plazo para interponer apelacion no es suspensivo (Orleans 5 

de mayo de 1849); pero interpuesta la apelacion y lo mismo, for­
mada la oposicion, producen su efecto ordinario en sentido contra­
rio á lo que tenia lugar por la ordenanza de t667, tít. XXll, ar• 
tículo 2.º) 

Sin atenerse al adagio: Nadie se escluye á st mismo, adagio que 
aplicaba la ordenanza de t667, la ley, por causa de celeridad y de 
economía, quiere que la notificacion de la sentencia haga correr los 
plazos para abrir la informacion, no solamente contra la parte ad­
versaria, sino tambien contra aquella misma que ha hecho notificar 
la sentencia. 

259. En cuanto á las nulidades que pueden resultar, ya de la 
inobservancia de estos plazos, ya de la irregularidad de las notifi­
caciones hechas á las partes y á los testigos, seria salirnos de nues­
tro asunto detenernos en ellas; puede el lector acudir á las obras 
especiales sobre el procedimiento. Observemos solamente, que el 
punto de partida de estos plazos tan rigurosos es una notilicacion 
que puede tardar en hacerse, y que tarda con frecuencia en la 
práctica. Se puede, pues, en el intervalo, sendear á los testigos y la 
brevedad del tiempo que la sigue no es mas que un remedio iluso• 
rio (i ). Vamos á ver que no es esta conlradiccion la única que ofre­
ce el sistema de la ley. 

260. La ordenanza de t667 (tít. XXII, art. 2) quiso que la in­
formacion se abriera efectivamente en los ocho dias siguientes á la 
notificacion. Contando desde esta, comenzaba el segundo plazo de 
ocho dias, en el cual debia terminarse la informacion. Asl, salvo 
que se prorogara por justas causas, todo debía terminarse en los 
quince dias siguientes á la notificacion. El negocio debia, pues, 
marchar con estrema rapidez; mas por desgracia este sistema era 
frecuentemente impracticable. Como en él no se tenia cuenta de la 
distancia de los testigos, sucedia frecuentemente que el juez no 
tenia ningun testigo presente que oír en los ocho dias siguientes á 
la noti6cacion, y entonces se ejecutaba la ley de un modo irrisorio, 

(t) No esplicáodose la ley sobre la tardanza en hacer la notificacion, 
serta una cosa arbitraria q1,e la parte contraria quisiera hacer pronunciar 
la caducidad de1 derecho de provocar la iníormacion; ella es quien debe 
notificar para hacer correr los plazos (Burges t!I de marzo de t85f). 
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citando á la primera persona que babia acudido, la cual declaraba 
no saber nada sobre los hechos alegados. 

El plazo de ocho dias contados desde esta declaracion ficticia, 
llegaba á será su vez insuficiente, y era preciso de toda necesidad 
obtener una próroga. El Código de procedimiento, convirtiendo en 
ley un espediente imaginado por los prácticos, no ha querido exi­
gir, lo cual es frecuentemente imposible en un corto plazo, la aper­
tura real de la informacion. •La informacion, dice el art. 259, •se 
»considera comenzada, para cada una de l::s parles respectivamen­
»te, por la ordenanza que obtiene del juez comisario, al efecto de 
,citar á los testigos en el dia y hora por él indicados.• Pero 
el punto de partida del segundo plazo de ocho días, que se dá. para 
acabar la informacion, no está lijado como en otro tiempo. e La 
oinformacion, dice el art. 278, terminará respectivamente en los 
,ocho dias, contados desde el en que se oiga á los primeros testi­
>gos,ll El día de este exámen, es decir, de la apertura real de la 
informacion, se deja á discrecion del juez, que debe combinar los 
plazos de las citaciones, de suerte que puedan los testigos mas 
remotos hacer su declaracion antes de espirar el tiempo fijado, 
salvo la próroga mandada en la sentencia interlocutoria, sea anti­
cipadamente, sea á peticion de las partes durante los P,lazos (ibiá, 
artículos 218 y 279). Las palabras termillará respectivamente se 
entienden, segun las observaciones del Tribunado, en el sentido de 
que la informacion y la contra-informacion puede tener cada una su 
punto de partida especial, con tal que cada una de ellas no absorba 
mas de ocho dias, comprendiéndose en ellos el del examen de los pri­
meros testigos. Vése, pues, que hay un segundo intervalo indefini­
do entre la apertura ficticia de la informarion por la entrega de la 
ordenanza del juez comisario y la apertura real que tiene lugar 
cuando se oye la primera declaracion. Estamos lejos de criticar la 
modificacion racional que ha esperimentado el sistema de la Orde­
nanza; ¿pero qué llega á ser entonces esa estrema aceleracion del 
procedimiento que se supone necesario para prevenir el soborno! 
No es necesario tanto tiempo para seducir á un testigo que no 
pueda conseguirse cuando se tiene para ello dos intervalos indefi­
nidos, unidos á dos plazos de ocho días. Pero no es esto todo. La 
ordenanza exigía que se prosiguiera la informacion, no obstante 
opo8icion ó apelacion, lo cual era riguroso pero perfectamente con­
secuente. Habiendo abandonado el Código de procedimiento este 
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siste~a, es claro que se puede procurar un espacio de tiempo 
~ons1derable por la vía de la oposicion ó de la apelacion y frustrar de 
esta suerte todas las combinaciones del legislador. Despues de esto, 
¿qué se debe pensar de las decisiones judiciales (V. especialmente 
una sentencia del tribuna! de Pau de 28 de noviembre de t83i), 
~ue no ~onceden, des1mes de la notificacion de la providencia con• 
tirmator1a, mas que la parte del plazo para hacer la informacion que 
restaba que trascurrir cuando se interpuso la apelacion? ¡De suerte 
<1ue si hubiera tenido lugar la apelacioo, á contar desde la notitica­
cion _de la sentencia de primera instancia, solo queda ria á lo mas 
un d1a para abrir la informacion, contando desde la notiticacion de 
la se~tencia confirmatoria? ¿Cómo no se ha conocido que este rigor 
~~~ enteramen_te inútil, cuando habían tenido las partes á su dispo· 
s1c1on todo el m_tervalo que precede al procedimiento de apelacion 
Y toda la durac1on de este procedimiento? El resultado mas claro 
de este _s(stema contradic'lorio es la multiplicacion de nulidades, 
cuya ut1hdad está lejos de hallarse probada (1). A estas nolidades 
vienen a unirse todas las nulidades de formas de que se halla eri . 
zado el procedimiento. «Podríamos tomarnos, dice M. Lavielle 
•(~. cit.), la triste y penosa satisfaccioo de calcular los millones (2) 
•abismados en estas inútiles informaciones .... Hay un medio corto y 
•se~ci_llo de corregir este largo título de las informaciones, y es su: 
•prim1_rlo completamente, aliviando de ellas al Código, al litigante 
•Y al Juez.• En cuanto á los plazos, seguian por lo menos ciertos 
parlamentos en otro tiempo una marcha mas prudente. En el Re­
pertorio de Merlín (V.º ENQUETB,§. 11, art. t), leemos: ,No sucede 
así en Bearn y en Navarra, donde no se sigue la ordenanza de 166i; 
•l~s parles están á tiempo de comenzar y de producir sus informa­
•c1on~s hasta la sentencia definitiva, y si no las producen despues 
»de ciertos plazos que se les conceden, se procede á sentenciar 
•en el estado en que se halla el proceso. Este temor realiza solo el 
•bien que ha tenido por objeto la ordenanza lijando los plazos para • 

(t) Este sistema es taoto más rigu~oso cuanto que seguo los términos 
◄le una ~eoteoc,a de casac100 de f t de diciembre de t850, fa oufirlad 
proo_uoc1ada por el ~rt. 278, ~o el caso de oo haberse estendido la iofor­
mac100 en los ocho d1as, se refiere á toda la ioformacioo, y no solamente á 
las declarac,?oes hec~as despues de los ocho dias. 

(2) Uoa rnformac100 cuesta, por término medio, de 300 á 400 rrao. 
cos, Y no es raro que se eleve el coste á 2,000 francos. 
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,comenzar y acabar la iníormacion, y no se vé privada una de las 
,partes del derecho de hacer que se proceda á ella sino porque así 
, lo quiere., 

::61. No ob3tante, es una gran mejora introducida por el Códi­
go á la marcha de la ordenanza, la admision de las partes á la in­
formacioo (íbid., art. 261), en la que antes cada testigo declaraba 
solo aote el juez comisario, no llamándose á las partes mas que á 
la prestacion del juramento de los testigos que se hacia entonces 
colectiva y anticipadamente. Practicada bajo el imperio del decre­
to de 7 de fructidor año lll, se reconoció ser tan útil esta admision 
para comprobar las declaraciones que prevaleció en el Consejo de 
Estado, á pesar de la repngoancia de la opinion, entonces muy e11 
voga, que se adheria con complacencia á los procedimientos de lo 
pasado. 

Citase á la parte tres días por lo menos antes del exámen en el 
domicilio de su procurador (i). Aqui la ley no indica espresamente, 
como lo hace re:1pecto de la citacion de los testigos (ibid., art. 260), 
un aumento de plazo por razon de la distancia del domicilio de la 
parte. Muchos tribunales de apelacion juzgaron desde entonces que 
era lijo el término de tres dias; conclusion deplorable que ponia en 
la imposibilidad de asistir á la informacion ó á lo menos de enviar 
a tiempo noticias útiles á las personas que no se encontrab_an en la 
poblacion. El tribunal de casacion se ha penetrado del verdadero 
espirilo de la ley, decidiendo por sentencia de casacion, en seccio­
nes reunidas, el 28 de enero de {826, que debe suplirse el plazo de 
próroga. 

262. La citacion de los testigos segun los términos de lo orde • 
nanza de -1667 (tít. XXI[, art. 6) debia marcar solamente el día y 
la hora para comparecer. Puesto que se quiere que no pueda pre­
parar el testigo su declaracion, no es necesario hacerle conocer an­
ticipadamente los p1mtos sobre que debe declarar, segun la sábia 
disposicion establecida por el Código de procedimiento de Austria 
(§. 205). Así el tribunal babia propuesto que no se comunicara á 
los testigos la parte dispositiva de la providencia, como sepractica en 
lo criminal, lo cual hubiera economizado al mismo tiempo los gas· 
tos. El Consejo de Estado no ha tenido en cuenta esta observacion,. 

. (t) El Código de procedimientos quiere que se haga la citacioo por me­
dio del procurador, siendo nula la cil.acion personal ó á domicilio (Bur-
deos 9 de mayo de t83iJ. • 
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y el legislador quiere que se dé copia á cada testigo (Cód. de proc., 
artículo 260) de la parte dispositiva en lo concerniente á los hechos 
admitidos. 

263. Cuando se anula la informacion, ¿se puede mandar otra 
n~eva? Para decidí~ sobre esto debe hacerse una distincion que.do­
mma toda la materia, y que consiste en ver á quién es imputable 
la nulidad. Si proviene del juez comisario (ibid., art. 292), vuelve 
á comenzarse la informacion á su costa. Pero ¿puede entonces ha­
cerse oír nuevos testigos ó hay que limitarse á citar á los mismos re­
firiéndose á la primera ioformacioo, si algunos de ellos se hallan en 
imposibilidad de declarar? No hay duda, que en lo relativo á lo~ 
gastos, no se pueden hacer nuevas citaciones á cargo del juez con­
denado. Pero ¿por qué no ha de poder el demandante estar auto­
rizado para citar á nuevos testigos á su costa, salvo al demandado 
el usar de la misma facultad para su cootra-ioformacion? Tal pare­
ce haber sido el peosamreoto de los redactores de la Ordenanza de 
1667, puesto que se preguntó en la discusion si seria posible hacer 
oir á los mismos testigos, aun cuando hubieran empeñado su fé en 
las primeras declaraciones, y quedó así decidido. Pues bien, la 
controversia solo prueba que se entendía autorizar el exámen de 
testigos; de otra suerte, la informacion hubiera quedado reducida 
á n~da para los que se negaran á admitir los antiguos. ¿Hay alguo 
motivo para ser mas riguroso en el día? Una sentencia del tribunal 
de Limoges del 13 de junio de 1818, ha decidido en este sentido 
(en sentido contrario, Rennes, 28 de julio 1814; Crenoble, f7 de 
mayo de t817). 

Pero si la nulidad proviene del procurador ó del escribano (ibid., 
artículo 293), se ha temido que un concierto fraudulento entre este 
funcionario y su cliente procurara á éste último la facultad de 
volverse contra una ioíormacion desfavorable, y se decidió que 
no podrá volver á comenzarse la iníormacion, salvo reclamar la 
parte la indemoizacion de daños y perjuicios (2). Es permití-

(2) Muchos ;t~ibunales de apelac_ion en sus observaciones solire el pro­
yecto hab,~n cr,llcado esta d1spos1c1on. El peligro de colusion que ha ata• 
cado el legislador, no_ es tan grave como pare.ce: No teoiendo ouoca uoa par• 
te el derecho d~ pedir la nulidad de su propia míormacion debe supooerse 
que el adversario cree tener tambien interés en hacerla a~ular· asf no se 
encuentra el peligr~ p_revisto &!no en circun~taocias eoterame~te particu• 
lues, por las que es d1flc1I motmr una nulidad pronunciada para todos 
los casos. 
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do eludir esta prohibicioo, autorizando al juez para comenzar 
de oficio la informacion, cuya solicitud no se admite ya á las 
partes. La cuestioo se controvierte vivamente. lovócase por la afir­
mativa el disfavor de la caducidad en un procedimiento tao erizado 
de nulidades, y los términos generales del art. 254 del Código de 
procedimiento sobre la informacion mandada de oficio. Pero es pre• 
ciso confesarlo; el texto del art. 293, prohibiendo con razon ó sin 
ella, que vuelva á comenzarse la informacioo, apenas se presta á 
una interpretacion tao benigna (Bourges, 30 de mayo de t83f y 20 
de nov. de 1838). Admitiendo con dificultad esta decisioo, no debe 
por lo menos estenderse á una hipótesis en que no es aplicable la 
letra de la ley, al caso de simple caducidad por inobservancia de 
los plazos. Entonces se reproduce en toda su fuerza el principio de 
que los jueces tienen siempre el derecho de no sentenciar sino por 
informaciones (sent. dec. de t2 de diciembre de 18~5; Tolosa, 2 de 
abril de {845; Burdeos, 25 de agosto de 1850; Bactia, 2 de abril 
de 1855). En todos los casos, es incootestable que la prohibicion 
de volverá principiar la informacion, no puede aplicarse a las ma­
terias que interesan al órden público, especialmente á las deman­
das para separacion de cuerpos (Caen, 24 de abril de t839; Dyon, 
2o de mayo de t845). Importa á la sociedad que semejantes deman­
das no se rechacen con simples medios de procedimiento~, y por 
otra parte, el recurso cootra el olicial ministerial no ofreceria en 
semejante caso á la parte perjudicada mas que una garantía irri­
soria • 

El Código de procedimiento piamontés (art. 316) permite en to· 
dos los casos el renovar la informacioo. 

Las leyes españolas admiten las ioformaciooes de testigos para perpé­
tua memoria y las acciones provocatorias en general, á que se refiere 
11. Boonier en los números 254 y 255. Respecto de las primeras, _las (e· 
yes t.ª, tit. t2, y 2.ª y siguientes, tít. f6, Part. 3.ª con_ll~n.eo yar1as ~1s~ 
posiciones, que ha venido á ratificar la nueva ley de Eo1u1c1am1ento CIVIi. 
Eo efecto, en sus artículos 135!! y si~uientes, dispone que los Jueces ad• 
mitirán y harán se practiquen las ioformac1ones que ante ellos se proi:n?· 
vieren, con tal que no se refieran á hechos de que pueda resul_tar perJu1c1~ 
á una perJona conocida y determinada, y el art. 1360 prevtene, q~e. SI 
admitida una informacion y estándose practicando, se formulare opo~1c1on 
á ella, se sustanciará en la via ordinaria. Acerca del modo de practicarse 
Mtas informaciones, pueden verse los artículos 1361 al 1366. En el tftulo 
que trata del juicio ordmario, y como preparacion del mismo, permite la 

, 
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nuna ley que se pidan y practiquen informaciones, conforme tambien en 
tsto con las leyes 1 .•, lit. 12, y 2.ª, lit. 16 de las Partidas citadas. Asl, en 
su art. 223, previene, que el demandante podrá pedir inform~ciones cuan­
do por edad avanzada de algon testigo, peligro inmiDP.~te de so ,ida, 
proximidad de una ausencia á ponto con el cual sean d1llc1les 6 tardlas lu 
comunicaciones, ú otro motivo poderc,so, pueda P.sponerse el actor • per• 
der su derecho por íalta de justificacion; en tal caso, el Juez dec!etará que 
sea euminado el testif!o ó t'e1tigo1 que estén en las circunstancias rereri­
das, verilicándose so edmen del modo que se previene en 101 arts. 306 y 
~iguientea de dicha ley de Enjuiciamiento, que vamos á esponer aquf. 

No deben eonrondirse estas informaciones con las que tienen lugar en 
los interdictos y otros juicios sumarios, antes de citar al demandado 11ara 
ju1t1üear el demandante los hechos que sinnta en su solicitud, con el objeto 
de qut se 1~ atribun interinamente un derecho, sin per¡u1cio de lo que 
resulte por lo que áparezca probado en la ulterior sustaoc1acion del litil!i~ 
con audiencia de los interesados. (Véanse los artlculos 710 y 12•, entr& 
otros, de la nueva ley de Enjuiciamiento. . 

Acerca de las acciones provocatorias cooócese en nuestro derecho, pri­
meramente la demanda llamada de Jactancia , sobre la cual dispone la 
ley 46, tll. 2.•, Part. 3.', que cuando alguno n diciendo de otro ~osas que 
pueden causarle perjuicio~ menoscabo, como si d1Jera que la hacienda que 
poseia como propia no era suya en realidad por haberla adquirido ll<!r me• 
1lios illcitos ó injuatos, puede pedir al juez el agraviado que obhgue al 
jactancioso á poner demanda para probar sus maniíestaciones 6 á desde• 
cirse judicialmente de ellas, ó , darle la satisíaccion que corresponda , '! 
~iendo rebelde ó contumaz el oreosor en la presentacion de la demanda ó 
en la deduccion 6 prueba del derecho ó accien que creyere tener, debe el 
¡uez imponerle perpétuo silencio, y desechar en lo sucesivo cualquier de­
manda que intentare sobre el asunto, y aplicarle la pena á que ruere acree• 
dor, si los dichos que propaló encerraren 101uria 6 calumnia. 

Tamb1eo conocen nueslras leyes el derecho conocido con el nombre 
de benelicio de division á que se refitre M. Boooier, que tiene el fiador, 
reconenido por toda la deuda para obligar al acrf!edor 6 di,idir su ac­
cion entre los demás fiadores que son sol,eotes al tiempo de la contesta­
cion del pleno, dirigiéndola solamente contra 111 mismo á prorata. Véase 
las leyea 8, lit. 12, Part. 3, y tO, tlt. 1, hb. 10 Nov. Recop. 

Respecto del motlo como debe procedel'ffe al tlámen de testigos, nues­
tra nueva ley de Enjuiciamiento civil, conforme en la mayo~ parte de sus 
disposiciones con nuestras antiguas leyes de Partida f recopiladas, de~er­
mioa la~ formalidades siguientes en nrios de su5 arucolos, que combina­
mos á continuacion. 

El t'Xámeu de los tPstigos se hará conforme , los interrogatorios por 
capítulo, que pres,nten las partes: art. 306. Pre~entado el interrogatorio, 
lo examinar~ Al Juez proveyendo auto, por el que mandará se admita t'D 
cuanto es pertiratnte, es decir, en cuanto las_ preguntas stan oportu~as, 
por tenPr rii1ac100 rlireCIR con los hechos cuesttonRblt>,: art. 307. S1 el JOI• 
cio peodi,re ante un tribunal, debe enminar el mini~tro ponente los \D • 
terrogatorios y cahlicar su pertinencia, y si se reclamase contra la eal_1ll­
cacion que hiciere, decidirá la sala: art. 37. Aprobados los interrogatorios, 
ó esclu1das las preguntas que el juez estime no pertinentes, mandará dar 
de ellos copia , la otra parte: art. 307. 

Eolerados de los interrogatorios por medio de P.staa copias los litigan­
te,, podr6n presentar illterrogatorios de repreguntas anles del edmeo de 
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os testigos, art. 308; esto ~s, podrfo en ,i~ta de I•~ preguntas que la par­

te contraria hace, los testigos, que aduce, presentar 1oterro¡tator1os para 
que éstos, despues de contestar 6 aquellas, sea~ r,pregootados sobre _al­
gunas circunstancias ó cosas reíerentes á los m1s!'JOS, y que no es pos1~le 
sepan, é no 1er cierto que los presenciaron. Tamh1eo r~specto de estos ID· 
terrogatorios debtrá el Jotz aprobar las prel_!unta1 pertinentP.s y desechar 
las que oo lo füeren: art. 30!!. El art. 1111 de la ley de En¡uiciamiento 
mPrcantil dispone que D!> se admitan, bajo el nombre de repreguntas, 
preguntas hipotéticas 6 condicionales r.i anleprfflUDlas. Los rnterrogato­
rio11 de prP1111ntas y repreguntas deben formularse de una mao,1ra alirma · 
tiva, art. 309; '!S decir, espredn~ose como es cierta tal ó cuál rosa, ó quP; 
los test igo, han ,i,to l'jPcotar taló cu•I acto, en ,ei de preguntarles s1 
bao •i~to 6 oidó tal ó cuál auceso. 

Pero sobre los hechos probados por conresion judicial, no es permitido 
presentar ningun i:iterOf!atorio ni hac"r prueba de testigos: art. 31_0. Los 
interrogatorios de repreguntas quedar,n resenadus en poder dtl Jaez, J 
bajo so mas estrecha responsah1lidad, hasta el momento del ezámen de 
los testigos: art. 311. No se comunica este interrogatorio., la parte con­
traria, no obstante comnoidrsele el de prtguntas, para e.1tar que el coa­
trario pueda instruirá los testigos, sabedor de las preguntas que '8D á 
hacérseles, del modo como bao de contestar mañosa:nente pan denir­
tuarlas ó nadirlas. 

Puede presentarse mu de na iolerrog_11terio de pregont~s cuando 
conviniere ampliar la prueba, y siempre que no b\lb1ese_ cooclotdo el tér -
mino de ésta, segun se hacia p<1r nuestro derecho anterior 6 11 ley de En• 
joic1amiento, y prniene so articulo 273, puesto que dice, que se en­
tregaran los autos á las partes por seis d1as para que propongan la prueba 
qu~ les conve~~a. ,in perjuicio de quun_el rtlto _ul términ~ puedan ,o. 
lic,tar cualqu111ra otra. En su coo,ecut>nc11, tamb1,o se pe_rm1te_prei:entar 
otro interro11~1orío de rt>prPguntu al de prt>f1DDtas mencionado, que Ee 
llama de p,tgunta, ailadida,; pero éste deberá versar aobr" cirronstan ­
cias 6 hechos di,lintos á los que se refiriese el primero, pnes si versara 
sobre los mi~mo~, venfiria , lt'r un nnevo interrogatorio al de rPprPgDD· 
tas que pre~entó el contrario, lo coal no permite la ley. Esto dt'be tnten• 
derse cuando el interrogatorio se dirigiera 6 los mismos te~tigo~ presenta · 
d1,1 primt>ramente, y ésto~ de~poes de eumina•fo1, t11YiPran tiempo para 
hab'ar coo la parte quA pres,ntase el nuevo interr1,gatorio, p•Je~ qne po-

• 1.lrian haber enterado 6 ésta de las repreguotu que les hizo la contraria, 
y en su 1·onsecuencia, sumini,trarle datos para dettroir los erer.tos de las 
contestaci?nPs de lo, testigos 6 las mismas, por !fl_edio_de. nuenf

1
pregontas 

y declarac1onu. Tampoco parece que debe adm1t1r el JUl'r. las pre,iunta~ dtl 
los nue~os interro/latorio~, ya verseo sobre los mismos ó distintos hechos 
que los á que ~e rer~rian los primPros cuando tuvieron por ohj~to desvirtuar 
lu dEclar.iciones de los te&lisos sobre las reprtgootas. llas nad,1 de e$IO 
dehe Pntenderse cuando los nuevos interrogatorios 1e presentaron antes 
del edmeo de los te1tigo1 ó de que pudieran haber hablado con ellos las 
partes. · 

Respecto de la citacion de loa testigos, oo hay uniíormidad en el mo · 
do de hacerlH, pues solo es1á prevenido que 101 al1111acile1 las ejecuten en 
las personas que se les mande por medio de papeletas que les den loj es· 
cribanos, 6rmán,1olas aquPllos subalternos antes de entregarlas , quit 
nes Yan , citar; art. 77 del reglamento de juzgados· pero el buen órden 
requiere, que estas papeletas ee espidan por el escribano. siendo conve-

39 
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niente que contengan: su fecha, nombre, apellido, profesioo y domicilio 6 
residencia de la persona que promueve la diligencia y del cilado; el nom -
bre apellido y firma del escribano; la iodicacion del juez ó tribunal ante 
qui;n debe cOmparecer el citado; el lugar, dia y hora en que debe hacer• 
/o• la pena en qlle rncurre el que falta! la mtacion con arreglo á la con­
m'macion que el juez ó tribunal hobiere hecho en virtud de sus facultades 
disciplinales. Cuando la citacion hubiere.de hacerse á_ una persona_ausen­
te, debe espedirse despacho ó exhorlo al Juez del partido, alcalde ó _Juez de 
p11z respectívo, el cual tiene obligacion de mandar ejecutar y cuidar de 
que se ejecute la diligencia con las formalidades, legales. Si el e1áf!1e~ de 
l011 testigos hubiere Oe tener lugar en punto d1strnto del en que se siguiera 
el pleito, se acompañará el interrogatorio de r&preguntas con el _despaehn 
que se libre en pliego cerrado. El juez requerido retendrá el phego en la 
forma prevenida en el art. 311: art. 312 de la Ley de E, c. Si las p_artes lo 
i:olieita'ren, podrán presenciar el JUrtimenlo íle los testigos J ex1g1r se les 
den en el acto todas las noticias que sean necesarias para que puedan co­
nocerlos con seguridad: art. 313. 

Los testigos deben ser examinados por el juez, separada y sucesiva­
mente, para evitar confusioa en sus contestaciones, ~in que unos puedan 
presenciar las declaraciones de los otros, para que no se guien por ellas, 
ó las repitan ó declaren U'na misma cosa: arL 314. Acto cootínuo de ser 
preguntado cada testigo, acerca del inte~r~gatorio, contestará á las r~pro 
guntas, si se hubieren propuesto y adm1ttdo, para que pueda aprec1arrn 
mas fácilmente si bay conformidad en sus contestactones: §. 4.0 del ar­
tieulo 314. 

O ida la declaracioo del tes ligo, debe repetírsele lo que depuso, y Sl 

manifestase ser tal su declaracion debe escribirse ésta por el escribano, á 
la letra y no en abreviatura, sin mudar palabra oi aclararla, segun dice la 
Jey 5.', tlt. 11, libro 11 de la Nov. Recop., sino solo en la parle de redac­
cion que sea absolutamente indispensable. 

Estendida la declaracion, debe leerse al testigo para que quede plena• 
mente enterado de lo que diJo, y pueda enmendar eo el acto cualquiera 
equi,ocacion, ó añadír y quitar lo que le pareciere,_~ aür~arse Y, r~Uli­
earse eo su dicho, lo cual deberá espresarse en la d1hgencrn. Por u!t1mo, 
debe firmar la declaracion, si sabe hacerlo, con el juez y el escribano des• 
p"ues de salvadas las erratas, enmiendas ó adiciones que la misma con­
tenga. 

§. 11. Sanciones do la compareoencia y de la veracidad ~• los l!Sligos. 

SOIU,RIO. 

284, Condiciones necesarias para la eficacia de la prueba testimo-
nial. 

265. 
266. 
267. 
268. 
269. 
~79, 

• 

Mo•itorios. Su abolicion. 
Obligaciooes que tiene el testigo de comparecer, 
Motívos de dispensa, 
Digoidád de las loociooe, del testigo. 

., 
~ecreto profesional. , 
Garantlas de la sinceridad de) toslimooio. , 1 1 

• 
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271. Saocion natural. 
272. Saocion religiosa. 
273. Sancioo peool. 
2H. Obligacioo de declarar oralmente. 

264. La produccion eficaz de la prueba testimonial supone: t.• 
Que los lesligos de los liechos cuya prueba se solicita son conoci­
dos:~.• Que están obligados á venir á declarar en juicio: 3.' Que 
su declaracion es sincera. 

265. Si las personas que tienen algunas noticias que dar sobre 
los hechos litigiosos, son desconocidas de las parles; ¿conviene 
provocar su celo por medio admoniciones oficiales? Las advertencias 
que se daban eo otro tiempo por medio de los curas en las pláticas, 
conocidas con el nombre de monitorios, se aplicaban, segun el 
testimonio de Pothier (Tratado del procedimiento criminal, sec. U, 
art. 4), aun en lo civil, al caso de estravío de efectos ú objetos de 
una sucesion, de una sociedad, de una quiebra. En el dia puedM 
emplearse los monitorios á lo mas, segun verémos, en materia cri­
mrnal. Esla vía estraordioaria, que pone en juego las relaciones tan 
dehcadas del poder espiritual y del poder temporal, no puede seguir­
se por un interés puramente pecuniario. No e~iste enlonces niogun 
procedimiento judicial que tenga por objeto volverá buscar los 
testigos desconocidos; las parles interesadas son las que deben mul. 
tiplicar sus investigaciones personales para descubrirlos. 

266. ¿Pero pueden los testigos conocidos negarse á paga( la 
deuda á que están obligados hácia la justicia social? En Atenas se 
recibían comunmente por escrito los testimonios, en lo civil; y si 
venían los testigos con frecuencia á corroborarlos con uua declara­
cioo oral, no podían ser obligados á ello (M. Cauvet., Re1·ista de 
legislac_!o11, tom. XX, pág. 30). En Roma, nos enseña igualmente. 
Qurnt,hano (lnst. oral. lib. V, cap. VIII), que habia en su tiempo 
testigos voluntarios y testigos obligados á comparecer. Duo genera 
sunt te!tium, aut volu11tariorum, aut eorum quibus judea! in pttbli­
CIS 1ud1cus lege denunltare solet. Justioiano parece haber erigido 
el _prmiero en materia civil (l. 16, Cód. de testib.) este deber en 
o,bhgac,on legal, y esta innovacion no es una de las menos con­
v?n,eoles q~e _haya introducido esle emperador. El derecho caDQ, 
Dlco íV. Cu¡ac10, Decret. ad lit. de test. cogend.), empleaba ea caso.­
graves, la suspeosioo contra los eclesiásticos y la censura contra lós 
legos que rehusaban comparecer. La ordenanza de 1667, (tít. X,t(l, 
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art. 8) imponía una multa de diez libras. Hoy, el Código de procedi­
miento (art. 263) concede á la parte interesada daños y perjuicios que 
no pueden ser inferiores á la suma de diez francos (t), y permite 
imponer al testigo una multa cuyo máximum es de cien francos. La 
segunda vez que fallan los.testigos á quienes se ha vuelto á citar 
(ibid. artículo 264) ocasiona una multa de cien írancos, estando 
facultado el juez comisario, si estima la declaracion esencial, para 
espedir contra el refractario una órden de comparecencia, ó para 
que se le conduzca á su preseo,!ia, lo cual autoriza el uso de la 
fuerza pú~lica para conducirlo ante el tribunal (Cód. de fost. ar­
ticulo 99). Se está de acuerdo en reconocer, que la negativa de 
contestar dehe equipararse á la negativa de comparecer (ibid. ar~ 
ticulo 80). ¿Qué recurso puede ofrecer para el descubrimiento de la ' 
verdad una asistencia puramente material? Pero seria imposible, 
bajo pena de incurrir en arbitrariedad, considerar como no habien­
do declarado á a'luel cuya\ respuestas se estimaran suficientes. Por 
lo dt>más, independientemente de estas condenas pecuniarias, el Có­
digo penal (art. 23K) impone prisioo de seis dias á dos meses, contra 
los testigos que hubieran ,1legado causas fal5as. 

Por otra parle como no seria justo, que el servicio prestado por 
el testigo, llegara á serle oneroso, se le concede una indemniza­
cioo, pero solamente en el caso ea que el testigo la requiere (Cód. 
de proc. arl, 277, Tar. civil, art. t6i). 

267. Sin embargo, dos motivos pueden dispensar de venir á 
declarar en justicia, la dignidad ó las funciones del testigo y la obli­
gacion del secreto impuesto por ciertas profesiones. 

En el primer caso, no se le dispensa de que preste su declaracioo, ' 
sino solamente de que comparezca en juicio. En l\oma, la dispensa 
de acudir personalmente á declarar en j11icio se concedía con suma 
dilicullad. Las lllismas ve:,ilales no tenian este privilegio, y Tácito 
nos refiere como una gran prueba de crédito 1fe una cierta Urgula­
nia en tiempo de Tiberio, el permiso que obtuvo de hacer ir á su 
casa al pretor para recibir su testimonio. Ul'gulaníre potentia, dice ' 
(A1111al. lib. II, §. 54) adeo nimia civilati erat, ut, testis in causa ' 

( 1} O~sérvese que no se trata en esta sancion de una pena cuyo máa:i· 
mum, salvo casos escepcionales (Cód. Náp. art. 192), no pudiera determi­
nar~e e11 el,derecho moderno, sino de daños y perjuicios que se dejan or­
dinariamente'á la apreciacion del juez, porque es imposible hacerlos valuar 
O priori. I 
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(fUadam qure apud senatum tractabatur, ve11ise dedignaretur; mis­
sus est prretor qui domi illterrogaret, cron virgines vestales il& {oro 
et judicio audiri, quoties testimrmium tlidere11t, vetus mos (uerit. 
Parece que en el antiguo derecho írancés eran raras las inmunicla­
{fes de esta especie. Citaré á muchos obispos á quienes se obligó á 
,presentarse en persona ante el juez comisario, y fué preciso un die -
támen de lo5 abogados generales del Parlamento de París, con recha 
1.º de agosto de f6U, para consagrar el principio que autorizaba 
á los príncipes de la sangre á hacer simples declaraciones por es. 
crito, Nue,tras leyes modernas han estendido mucho esta facultad. 
La ley del 20 termidor, año IV, la ha concedido á los miembros 
cdel c_uerpo legislativo y del Directorio, á los ministros de la repú­
blica y á los agentes cerca de las naciones e;tranjeras. La regla 

"<¡Ue sienta esta ley fué sucesivamente aplicada á los cajeros é ins­
,iectores del Tesoro público, por la ley de 20 de fructidor del año 
YU; á los consejeros de Estado, por dictámen del mismo Consejo 
<le Estado, con fecha t4 de germinal, año VIII; á los senadores, 
prefectos y alcaldes, por sentencia consular del 7 de termidor, año 
IX; y finalmente, á los comisarios generales de policía, por decreto 
de 20 de junio de 1806. Además, d Código de instruccion criminal 
(art. 5f0 y siguientes) traza, para la declaracion de los funciona­
rios mas elevados, ciertas formas que se aplican, por idealidad de 
razoo, a lo civil; salvo combinarlo todo con el decreto de 4 de mayo 
de 1812, relativo á la citacion para declarar de los ministros y de 
los principales funcionarios del Estado. 

Eo Inglaterra por el contrario, Bentham nos refiere, que se ha 
~ostenido estrictamente la obligacion que tienen todos de acudir á 
-0eclarar en juicio. •Supóngase, dice (observaciones sobre el ar­
tículo 2l de su proyecto de organizacion judici.ll) ,que el príncipe 
de Galles, el arzobispo de Cantorbery y el lord canciller pasan por 
una calle en que disputan un desollioador y una trapera por un 
cuarto de manzanas; ¿podrán aquellos dignatarios negarse á presen­
tarse en juicio, si juzgase conveniente uno de los dos adversarios 
llamarles como testigos? »E~ta marcha tiene al"'º eminentemente 
liberal, pero seria tal vez difícil introducirla 

O 

en nuestras cos­
tumbres. 

269. Tienen dispensa completa de testificar las personas á quie. 
nes su profosion obliga á guardar secreto. Y en efecto, el Código 
penal (art. 378) ca~Liga con prrsion de uno á seis meses v mulla de ' . 
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cien lo á quinientos francos á los médicos, parleras y otras personas, 
depositarias por su estado ó proíesion, de los secretos que se les 
cootiao, que hayan revelado estos secretos ( l), prueba evidente de 
que para ellas es no solamente un derecho, sino tambieo un deber 
guardar silencio, aunqu_e oose aplique la pena mas que á una reve­
lacioo indiscreta, y de oinguo modo á una declaracioo judicial. De 
acuerdo sobre el principio, ha habido divergencia acerca de la es­
tensioo dela aplicacioo que debe recibir. Nunca ha ocurrido duda res­
peclo de los abogados y procuradores, por que precisamente para 
los abogados se ha introducido el principio que se ba estendido 
despues á todas las personas que guardan secreto por su proíesion: 
Maudatls pri11cipum cavelw·, dice Arcadio (l. 25 Dig. de leslib.), 11e 

patroni in causa cui patrimonium prrestiterunl, testimoniwn dicant; 
prescripcioo que ha estendido la doctrina moderna á todo consejo 
dado por un hombre de ley en el ejercicio de sus funciones. Pero, se 
ha preguntado, si están'los notarios en el número de las personas obli­
gadas por su estado á la discrecion. Las decisiones diversas de la 
jurisprudencia sobre este punto pueden conciliarse de hecho, si se 
tiene en cuenta la naturaleza masó menos confidencial de los pun­
tos que se trata de revelar. En cuanto á los ministros del culto, na• 
die duda que sea igualmente imposible preguntarles sobre lo que 
se les ha confiado bajo el sigilo de la coofesioo. «Lo que sé por 
medio de la cooíesion, decia San Agustín, lo sé menos, que lo que 
no be sabido nunca.• Pero se ha controvertido vivamente la cues­
tion de si una confidencia que se hace á un sacerdote, como sacer­
dote, aunque fuera de la administracion del Sacramento de la pe­
nitencia, debe gozar de la misma inviolabilidad. El tribunal de ca· 
sacioo (cas. 30 noviembre de !810) ba juzgado acertadamente en 
nuestro concepto por la afirmativa, y mas recientemente el tribu· 
oal de Angers (sen t. de 31 de marzo de 180) ha estendido el mis­
mo velo sobre los hechos que un obispo babia sabido en el ejercicio 
de su jurisdiccion canónica. El sistema contrario destruiría la con­
fianza que es lo único que puede producir el arrepentimiento, dan· 

(1) La ¡urisprudeocia ioglesa admite la inmunidad del abogado y del 
prücurador, pero obliga al cirujano á comunicar aquello de que se le ha 
informado á. coosecuencia de los cuidados que ha prestado (V, Blackstoni>, 
tomo 111, c_ap. XXIII, con las notas de M. Christian). Sio embargo, los es­
tatotos revisados de Noe.,·York (stat, 406, §. t3) dispensan al médico de 
~eYIJor Jo que ha sabido de su cliente in a profeasional characl<r. 
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do al sacerdole las apariencias de un delator, tanto mas odioso cuan• 
to que se halla revestido de un carácter sagrado (1). 

270. No basta obtener la declaracioo de los testigos ; es preciso 
tambien que su declaracioo sea sincera. Las garantías que se pue­
de tener de esta sinceridad, se derivan, ó de. la naturaleza moral 
del hombre, ó del sentimiento religioso, 6 del temor de que la ley 
imponga una pena. 

271. La saocion natural de la veracidad de los testigos se en -
cueotra en ese sentimiento poderoso que induce al hombre á. decir 
la verdad, y que bace que cuando quiere faltar á ella, tenga que 
hacerse violencia. Lo verdadero y lo justo son dos polos bácia los 
cuales propende sin cesar el espíritu humano, cuando no está per· 
vertido. Beotbam (Pruebas judiciales, lib. I, cap X), queriendo re -
rerirlo todo á la utilidad, se esíuerza por sustituir otra espl icácion 
á esta tan sencilla y tan evidente de la fé ó crédito que se concede 
al testimonio de un hombre honrado. ,Naturalmente, dice, se evi­
»ta el sendero escabroso y se toma el camino más íácil; el motivo 
,que nos induce á ello, es el amor á la romodidaá, motivo que 
,obra írecuentemente sin notarlo nosotros, pero cuya influencia es 
»más grande de lo que se cree comunmente. Veamos como se ve­
•rifica en el caso del testimonio. Referir un hecho tal como se pre· 
»sen ta á la mente, es obra de la memoria; referirlo como un hecho 
>real de circunstancias que no hao existido, es obra de ·1a ioven­
•cion ... Pues bien; el trabajo de inveocion es mas penoso que el de 
,memoria. lié aquí, pues, la pena que evita quien espresa la 
»verdad pura y simple.• Así, segun Beotbam, la persona tluyo 
falso testimonio acaba de causar un enorme perjuicio á otro, no 
esperimeota otra pena que la fatiga de haber imaginado una nar• 
racioo complicada, y el que declara la verdad, solo obra así por 
pereza; son sus propias espresiones. El interrogatorio no lieoe otro 
objeto que luchar contra la inercia del testigo; hostigándole con pre­
guntas multiplicadas. Tales doctrinas se reíutan suficientemente 
por sí mismas, por lo que es sensible encontrarlas en las obras de 
Bentbam al lado de tantas observaciones tao útiles y tan sábias. 

(1) La jurisprudencia de los paises protesta oles es mucho mas esteosa. 
El derecho comun inglés no autoriza inmunirlad alguna, ni aun respecto 
r1e la confesioo, y la dispeo~A. no se admite en Escocia ni en los estatutos 
de Nueva York (•tal. 406, §. 92), sino re,pecto de las re,elacione, hechas 
m 1/u, course of dilciplint. 


